Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 47 minutos.) 


-La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene el gusto de recibir a las 
autoridades de la Oficina Nacional del Servicio Civil, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de 
la Contaduría General de la Nación, a fin de tratar la Sección !l, Funcionarios, del proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal que tenemos a estudio. 


Tiene la palabra el escribano Julio Martínez. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En primer lugar, quiero expresar nuestro agradecimiento a la Comisión por 
habernos invitado y permitir a nuestra Oficina exponer su opinión técnica sobre los diferentes artículos 
que se encuentran comprendidos en la Sección ll del proyecto a estudio. 


En segundo término, quiero excusar a la señora Subdirectora, la doctora Elena Tejera, que 
se encuentra en estos momentos fuera del país por razones personales y, también, a la encargada del 
Observatorio de la Gestión Humana del Estado, quien por asuntos familiares no pudo concurrir a esta 
reunión en la jornada de hoy. 


Como forma de comenzar a tener en cuenta la temática que abordan los diferentes artículos, 
en términos generales podemos expresar que en esta Sección encontramos distintos tipos de normas, 
que hemos clasificado a los únicos efectos de introducirnos en el tema. 


Encontramos, primero, normas que sustituyen a otras, como forma de expresar y definir 
algunos conceptos que, si bien se encuentran consagrados en diferentes textos, se ha entendido 
necesaria su adecuación y, por lo tanto, se proponen cambios. En esa categoría podemos encontrar, 
por ejemplo, lo que dispone el artículo 3% del proyecto de ley, que modifica el artículo 47 de la Ley de 
Presupuesto Nacional. 


Segundo, hay normas que refieren a incorporaciones a determinadas categorías, siendo 
necesarios los artículos para que exista una disposición que las habilite. Los ejemplos al respecto se 
pueden ver en los artículos 4", 5%, 8%, 9%, 12 y 15. 


En tercer lugar, encontramos una disposición que asigna a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil nuevas competencias, una de las cuales surge como definición adoptada en el Consejo de 
Ministros y, otra, que consideramos es una herramienta fundamental e imprescindible a la hora de 
hacer valer derechos que prestan determinadas normas. 


En cuarto término, existen normas que se relacionan directamente con las disposiciones de 
la Ley N* 19.121, siendo complementarias y necesarias para su correcta implementación. 


Por último, encontramos algunas normas que intentan definir o establecer algunas soluciones 
a problemas que se vienen dando en general ante la existencia de vacíos legales. 


Dicho esto, señora Presidenta, comenzaríamos con el análisis de cada uno de los artículos. 


El artículo 3* sustituye el artículo 47 de la Ley de Presupuesto Nacional N* 18.719 que refiere 
al arrendamiento de obra. Creemos que la forma más clara de visualizar los cambios es analizar inciso 
por inciso. El primer inciso comienza diciendo: “Arrendamiento de obra es el contrato que celebren la 
Administración con una persona física o jurídica”, etcétera. Queremos detenernos en el vocablo 


“Administración” -es una de las propuestas de modificación- porque ha traído problemas interpretativos 
en cuanto a su alcance. Este término puede tener una acepción tan amplia como restringida, con todos 
los matices que se pueden producir entre una y otra. Entre esos matices, ha habido algunas 
interpretaciones en el sentido de, por ejemplo, que los Gobiernos Departamentales no podrían hacer 
arrendamientos de obra por no estar comprendidos dentro de ese término. Frente a esa situación, y a 
efectos de evitar discusiones interpretativas, se ha optado por utilizar la expresión -como figura en la 
nueva versión- “administraciones públicas estatales incluidas en el artículo 451 de la Ley N* 15.903, de 
10 de noviembre de 1987, en la redacción dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.834, de 4 de 
noviembre de 2011”, y luego la redacción continúa como está. 


Con la remisión a esas normas estamos diciendo que pueden celebrar arrendamientos de 
obra los Poderes del Estado, el Tribunal de Cuentas, la Corte Electoral, el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, los Gobiernos Departamentales, los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados. 
De esta forma, creemos despejar las dudas interpretativas que ha habido y que han inhibido que algún 
organismo pueda celebrar este tipo de contrataciones. 


El segundo inciso -que se corresponde con el inciso quinto del artículo 47 al que aludimos- 
establece que este tipo de contratos solo podrán celebrarse con personas físicas cuando estas no 
tengan la calidad de funcionarios públicos, salvo que se trate de funcionarios docentes de la 
Enseñanza Pública Superior. 


La diferencia entre el texto anterior y el actual radica en que en la nueva redacción se hace 
referencia, en términos generales, a los funcionarios docentes. Esta no es una fórmula nueva; conviene 
aclarar que ya el artículo 248 de la Ley N* 18.834 aplicó para la ANEP el régimen consagrado en el 
artículo 47, cuyo segundo inciso establece: “En las contrataciones de profesionales, técnicos y 
docentes que efectúe la ANEP en la modalidad de arrendamiento de obra, no regirá la incompatibilidad 
prevista en el inciso quinto de la referida disposición, para el caso de funcionarios dependientes del 
Estado”. 


El tercer inciso tiene su correspondencia con el sexto inciso del artículo 47. Si bien aquí se 
hace referencia al régimen de excepciones previstas en el artículo anterior, se agregan los contratos 
que celebre la Universidad Tecnológica. 


El cuarto inciso, que surge como consecuencia de la aclaración del ámbito de aplicación de 
este artículo y producto de lo que determina el primer inciso, tiene implícitas distintas soluciones. En 
primer lugar, establece que todos los contratos de esta naturaleza deberán ser autorizados por el 
ordenador primario. 


En segundo término, expresa que si el monto anual de la contratación excede el triple del 
límite de la contratación directa, la selección deberá realizarse por concurso. 


Por último, y para el caso de que la hipótesis anterior -es decir, de exceder el triple del límite 
de la contratación directa- ocurra en los Incisos 02 al 15, ese concurso deberá hacerse por el Sistema 
de Reclutamiento y Selección de Personal de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


El quinto inciso adopta una antigua solución que se seguía para este tipo de contrataciones: 
autorizar a contratar en forma directa a aquellos profesionales o técnicos, tanto nacionales como 
extranjeros, en la medida en que su notoria competencia y experiencia hagan innecesario el concurso. 


El sexto inciso consagra algo similar, aunque no idéntico, a lo establecido en el segundo 
inciso del artículo 47, que dice que en el ámbito de los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, 
cuando se trate de arrendamientos de obra celebrados con personas físicas, deberán ser aprobados 
por el Poder Ejecutivo, actuando en acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas y el Ministro 
respectivo, previo y favorable dictamen de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría 
General de la Nación. Hacemos hincapié en la expresión “personas físicas” porque en algún momento 
se planteó un problema interpretativo en el que, a pesar de tratarse de contrataciones de personas 
jurídicas, se pretendió obtener el informe correspondiente, careciendo la Oficina Nacional del Servicio 


Civil de competencia para ello. De ahí, entonces, que aclaremos que esta situación se da cuando 
hablamos de contrataciones de personas físicas. 


El séptimo inciso expresa que ante contratos de arrendamiento de obra celebrados por entes 
autónomos industriales y comerciales y los servicios descentralizados con personas físicas, deberán 
contar con informe previo y favorable de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


Por otro lado, el octavo inciso del artículo 3%, en sus literales A y B, no sufre modificación 
alguna y las derogaciones allí establecidas se mantienen idénticas a las que refiere el artículo 47 de la 
Ley de Presupuesto Nacional. 


El artículo 4% incorpora a la situación prevista en el literal A) del artículo 5% de la Ley de 
Rendición de Cuentas, N* 18.996, a quienes se encuentran contratados al momento de la aprobación 
de las estructuras organizativas y de puestos de trabajo, al amparo de lo dispuesto por los artículos 
103 de la Ley N* 18.172 y 364 de la Ley N* 18.362. En resumen, refiere a incluir en el mencionado 
literal los contratos eventuales que han quedado en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, que ingresaron al amparo de dichos regímenes, por medio de concursos. 


El artículo 5% propone sustituir el artículo 38 de la Ley de Presupuesto Nacional. En el inciso 
primero refiere a la presupuestación de aquellos contratos de función pública permanente en los 
Incisos 02 al 15, quienes pasarán a ocupar cargos presupuestados del último grado del escalafón 
correspondiente. Los trámites para presupuestación se han realizado al amparo de lo dispuesto en 
diversas normas -como es el caso del artículo 13 de la Ley N* 18.172, el artículo 43 de Ley N* 18.046 y 
el 26 de la propia Ley N* 18.173- que siguen aún en proceso. Sin embargo, todavía existen casos de 
contratos de función pública ingresados con posterioridad al año 2008 y anteriores al 2011. Por lo 
tanto, a efectos de culminar con la totalidad de los procesos referidos a los casos de contratos de 
función pública, se propone lo que menciona la presente norma, estableciéndose, además, las 
condiciones respecto a las retribuciones que perciben y la habilitación correspondiente por parte de la 
Contaduría General de la Nación. 


El artículo 6* incorpora dos competencias a la Oficina Nacional del Servicio Civil, sumándose 
a las que ya se disponen en el artículo 4% de la Ley N* 15.757 y otras normas modificativas y 
concordantes de la misma. 


La competencia que se identifica con la letra “Q)” tiene relación -tal cual lo habíamos 
expresado con anterioridad- con una definición que fuera comunicada a la Oficina por parte de 
Presidencia, a partir de una definición adoptada en oportunidad de celebrarse uno de los Consejos de 
Ministros, en cuanto a comenzar con un proceso de implementación centralizado de los sumarios del 
personal civil, de los Incisos 02 al 15. Atendiendo a dicha definición -que se nos comunicó días 
después de mantenerse la reunión de dicho Gabinete- corresponde que a texto expreso se consigne la 
competencia, siendo un requisito indispensable para la futura instrumentación y aplicación de la 
mencionada decisión. 


El segundo cometido, identificado con el literal “*R)” -que se incorpora al artículo 4* de la 
mencionada Ley N* 15.757- refiere al control de la Oficina para el cumplimiento de los cupos de 
discriminación positiva que las normas específicas determinan. Este inciso se origina, a nuestro 
entender, producto de dos elementos fundamentales, que justifican que se explicite normativamente de 
esa forma. En primer lugar, por el hecho de la inclusión en el Derecho Positivo uruguayo de nuevas 
disposiciones relacionadas con la discriminación positiva y, en segundo término, por la existencia de 
problemas interpretativos y vacios legales con relación a cómo y cuándo deben llenarse los 
porcentajes que establecen algunas disposiciones legales. La práctica ha demostrado la necesidad de 
que se otorgue a la Oficina, a texto expreso, herramientas de carácter coercitivo a efectos de evitar que 
diferentes interpretaciones dificulten o directamente desvirtúen la intención que tuvo el Legislador al 
aprobar las distintas normas. En concordancia con el espíritu que anima a dichas disposiciones, a lo 
que el Legislador quiso plasmar, se propone una norma absolutamente clara que no dé lugar a 
márgenes interpretativos y que permitirá a las futuras Administraciones contar con las herramientas 
imprescindibles para efectivizar las disposiciones de discriminación positiva que el Derecho ampara. 


El artículo 7* tiene relación directa con la Disposición Transitoria A) del artículo 102 de la Ley 
N* 19.121 promulgada recientemente, el 20 de este mes, y con su aplicabilidad. De acuerdo con dicha 
disposición se faculta al Poder Ejecutivo a contratar bajo el régimen de provisorato a quienes a la fecha 
de promulgación de la ley -es decir, al 20 de agosto de 2013- se encuentren al amparo del contrato 
temporal de derecho público por aplicación de diferentes normas, los denominados contratos 
temporales en régimen de transición. Las normas a que se hace referencia son el inciso cuarto del 
artículo 52 y el artículo 55 de la Ley N* 18.719, que tienen que ver con los caché y los temporales de la 
transición; el artículo 6% de la Ley N* 18.834, vinculado a los arrendamientos de obra de los médicos y 
técnicos de Sanidad Militar y personal eventual del Ministerio de Turismo y Deporte que fueron 
contratados en su momento al amparo de distintas normas; y el artículo 105, también de la Ley N* 
18.834, relativo a los eventuales del Servicio de Construcciones, Reparaciones y Armamento del 
Ministerio de Defensa Nacional. Tal como lo expresa la referida Ley N* 19.121, el plazo del provisorato 
en estos casos será de hasta seis meses. Dentro de ese período deberán ser evaluados y la 
evaluación se realizará de acuerdo con las disposiciones del artículo 96 de la misma ley, y de resultar 
positiva se procedería a la presupuestación. Para hacer efectiva esta norma se autoriza a la 
Contaduría General de la Nación a habilitar los cargos presupuestados del último nivel del escalafón 
correspondiente y efectuar las trasposiciones de crédito necesarias. 


El artículo 8% sustituye al artículo 62 de la Ley de Presupuesto Nacional. La propuesta de 
sustitución, en realidad, establece un universo más amplio que el original, permitiendo la utilización de 
los créditos correspondientes, tanto para los cargos vacantes, como para los no comprometidos, para 
contratos temporales de Derecho Público, alta especialización y alta prioridad, a efectos de ser 
utilizados para la transformación de los cargos que se consideren necesarios para el funcionamiento 
del organismo. Para hacer uso de tal prerrogativa, debe contarse con el informe previo y favorable de 
la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría General de la Nación y darse cuenta a la 
Asamblea General de lo actuado. 


Este instrumento del artículo 62 ha resultado adecuado para realizar ajustes en las 
estructuras de puestos de trabajo, en función de cambios no sustantivos, pero sí necesarios para el 
desarrollo de las diferentes actividades a cargo de los organismos. 


En definitiva, creemos que se trata de una herramienta que permite adecuar la estructura de 
la organización a las nuevas necesidades que se van generando constantemente considerándose, por 
tanto, un instrumento valioso para la gestión. 


El artículo 9% surge principalmente a raíz de la necesidad práctica de buscar soluciones a 
problemas que se suscitan en más de un inciso y que en la mayoría de los casos tiene su origen en la 
insuficiencia de créditos al momento de que se hicieron contrataciones por el régimen de contrato 
temporal de Derecho Público. Esto supuso que, en primera instancia, se realizaran contratos 
temporales por períodos menores al máximo previsto por el artículo 53 de la Ley de Presupuesto. El 
artículo 53, debemos recordar que define al contrato temporal de Derecho Público y establece que 
pueden contratarse por un período de hasta tres años y prorrogarse por única vez hasta por idéntico 
período. 


El artículo a estudio en la Comisión faculta al Poder Ejecutivo, previa solicitud del jerarca 
correspondiente, a extender aquellos contratos que se consideren que deben seguir desarrollando las 
tareas encomendadas hasta el momento, extensión que no podrá ir más allá del límite máximo a que 
refiere el propio artículo 53. 


El artículo 10 plantea sustituir la redacción del artículo 4* de la Ley N* 18.172, ante la 
existencia de un vacío legal. Por tal razón, nos parece que es importante, dadas las consecuencias de 
orden práctico que supone la nueva redacción. Dicho artículo prevé que aquellas personas que 
resultaren destituidas por una falta administrativa grave por incumplimiento de sus obligaciones, no 
podían ser objeto de nueva designación o contratación. Sin embargo, nada se expresa en cuanto a qué 
pasa cuando el funcionario, por la comisión de un delito, resultare inhabilitado. Acá es donde se 
produce el vacío legal expresado. La propuesta de modificación nace de una inquietud de la Comisión 
Nacional del Servicio Civil que se encuentra regulada por los artículos 6* y 7* de la Ley N* 15.757. En 
dicha Comisión es donde se estudian aquellos expedientes en los cuales los jerarcas han solicitado la 


destitución de funcionarios y por imperio de la ley es necesario que, previamente, este organismo se 
pronuncie aconsejando en uno u otro sentido. Dentro de los expedientes que llegan a la mesa de 
trabajo a la Comisión en forma regular, se encuentran también aquellos donde el Juez declara la 
inhabilitación de los funcionarios públicos. Lo que ocurre -y este es el meollo del asunto- es que si el 
Juez establece la inhabilitación para ejercer cargos públicos por determinado período, desaparece la 
calidad de funcionario público, es decir que queda desinvestido. En otras palabras, ocurre la 
desaparición de la calidad de funcionario público. Esto supone la imposibilidad de destitución ya que, 
en realidad, la inhabilitación produce la pérdida del cargo. Entonces, ¿qué puede ocurrir en la actual 
situación? Que finalizado el plazo de la inhabilitación, no exista impedimento para que esa persona 
tenga la posibilidad de ingreso nuevamente en otro cargo o función aunque haya cometido un delito 
grave contra la Administración Pública. Esto último es lo que pretende corregir el artículo a estudio al 
establecer que no podrán ser objeto de una nueva designación o contratación tanto aquellos que hayan 
resultado destituidos por la comisión de una falta administrativa grave o por incumplimiento de sus 
obligaciones, como quienes resultaran inhabilitados como consecuencia de una sentencia penal 
ejecutoriada, dejándolos así en un pie de igualdad. 


Este artículo sufrió una pequeña modificación en la Cámara de Representantes. En ese 
sentido, quisiéramos hacer una advertencia y dejar a la Mesa una nueva redacción que paso a 
comentar y a explicar el porqué. Dice: “Artículo 10.- Las personas que hayan sido destituidas como 
consecuencia de la comisión de falta administrativa grave mediante decisión firme, o cumplimiento de 
sus obligaciones, sea en condición de funcionario público, o bajo cualquier otra modalidad de 
vinculación, previo sumario administrativo cuando correspondiere, o que hayan sido inhabilitadas como 
consecuencia de una sentencia penal ejecutoriada, no podrán ser objeto de una nueva designación o 
contratación pública”. 


¿Dónde está la diferencia? Antes decía “previo sumario administrativo”, por lo que 
correspondería a todos, pero ahora, con la aplicación de la Ley N* 19.121, tenemos sumarios 
administrativos para los funcionarios públicos de carrera presupuestados, mientras que para los 
contratados hay un régimen disciplinario distinto que, si bien supone el derecho de defensa, no es un 
sumario administrativo en sí. Por lo tanto, siempre guardando las debidas garantías, nos parece que 
esta redacción contempla ambas situaciones. 


El artículo 11 tiene su sustento en el hecho de que en la actualidad existen créditos 
remanentes de cargos que han quedado vacantes, cuyas funciones fueron creadas bajo el régimen de 
contrato de función pública. La propuesta surge debido a la inexistencia de una norma que autorice 
traspasar esos créditos a cargos presupuestados, para luego utilizar los mecanismos del ascenso o, en 
su defecto, el del ingreso. Entonces, se solicita la posibilidad de transformar en cargos presupuestados 
los vacantes cuyas funciones fueron creadas por el régimen de contrato de función pública, obviamente 
previa intervención tanto de la Oficina Nacional del Servicio Civil como de la Contaduría General de la 
Nación en el ámbito de sus respectivas competencias. 


El artículo 12 sustituye el inciso primero del artículo 16 de la Ley de Presupuesto Nacional 
N* 18.719 en la pretensión de precisar su alcance. Ese artículo 16 refiere a la redistribución de los 
funcionarios que le fueran propuestos a la Oficina Nacional del Servicio Civil con el mencionado 
objetivo. Concretamente, establece que las necesidades de personal de los incisos que integran el 
Presupuesto Nacional, a excepción de la ANEP y la Universidad de la República, que quedan fuera de 
este régimen serán cubiertas con funcionarios presupuestados civiles declarados excedentes del 
Poder Ejecutivo, de los Entes Autónomos, de los Servicios Descentralizados, de la Corte Electoral, del 
Tribunal de Cuentas y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


El artículo propuesto agrega dos elementos importantes. Por un lado, incorpora a la 
Universidad Tecnológica al régimen de excepciones, colocándola en pie de igualdad con la ANEP y la 
Universidad de la República; y, por otro, agrega como sujetos pasibles de redistribución a los contratos 
de función pública que, como en la redacción anterior no habían sido comprendidos, no eran 
susceptibles de ser redistribuidos. 


El artículo 13 se relaciona directamente con las disposiciones contenidas en el Título 11l, de 
la Ley N* 19.121, en especial con el artículo 92, que es el que define el contrato de trabajo. Lo que se 


hace aquí es prever el mecanismo presupuestal para que se puedan utilizar créditos que viabilicen las 
contrataciones bajo el régimen de la nueva figura contractual. Esto no significa un aumento 
presupuestal en virtud de que se autoriza la utilización de créditos existentes. 


El artículo 14 busca una solución para aquellos funcionarios públicos designados por el 
Poder Ejecutivo para cumplir algunas funciones de carácter específico en las personas públicas no 
estatales; concretamente, para ejercer funciones ejecutivas de carácter continuo. Entonces, ¿qué 
ocurre? Que si un funcionario es designado en la forma expresada para cumplir este tipo de funciones 
en una persona pública no estatal, no hay un instrumento para que pueda mantener por un período 
prolongado su vínculo con el Estado. Por ejemplo, puede pedir licencia sin goce de sueldo, pero esa 
licencia tiene un límite temporal, con lo cual una vez agotado no puede solicitarse nuevamente por un 
período prolongado. Frente a esta situación se ha propuesto un mecanismo por el cual se permite 
mantener en reserva su cargo presupuestal mientras desempeña las funciones aludidas. 


El artículo 15 agrega una potestad para los casos de pases en comisión desde el organismo 
de origen donde el funcionario pertenece presupuestalmente, es decir, donde percibe sus haberes y 
mantiene su vínculo funcional. La potestad está prevista para el organismo de destino donde es 
solicitado en comisión, no así para el de origen. Con respecto a este último, lo que se prevé es que por 
resolución fundada se pueda extender total o parcialmente ciertas prohibiciones o incompatibilidades 
que tenía el funcionario en el organismo de origen cuando se va en comisión. 


Del artículo 16 surge -aprobada la Ley N* 19.121, reglamentado el sistema de 
correspondencia de cargos entre un modelo y otro y en el marco del plan de implantación a que se 
refiere el último inciso del artículo 39- la necesidad de contar con una norma habilitante que permita 
aplicar los nuevos conceptos retributivos y simplificar los objetos del gasto. Hay objetos de gasto que 
están asociados a compensaciones especiales que seguramente irán al cargo, y hay que analizar las 
características de cada una de ellas; incluso, habría que unir a varias en un solo objeto de gasto. 


Por cada uno de los escalafones la norma establece un mínimo y un máximo retributivo donde 
deberán ubicarse las retribuciones que establece la ley, en el entendido de que no se trata de una 
escala sino de valores de referencia. 


Hasta aquí los artículos de la presente Sección y quedamos a las órdenes para lo que la 
señora Presidenta disponga. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos entonces a las preguntas de los señores Senadores. 


SEÑOR RUBIO.- Quiero que se amplíe el alcance del artículo 7”. Me gustaría saber sobre la facultad - 
que fue dada en la reciente reforma del Estatuto del Funcionario Público- que se otorga al jerarca para 
convertir determinados grupos de contratos de función pública y pasarlos a la calidad de funcionario, es 
decir, si este artículo que se refiere al provisoriato abarca ese tipo de situaciones. Como no veo que las 
leyes estén mencionadas -quizá no sea necesario- me gustaría saber algo más sobre su alcance. 


SEÑOR PENADÉS.- Ante todo, agradezco la presencia de los jerarcas en esta Comisión. 


Me gustaría que la Oficina Nacional del Servicio Civil nos pudiera informar, según sus 
registros, cuál es el total de funcionarios públicos que existe hoy en la Administración por todos los 
conceptos, es decir, presupuestados, contratados, de alta prioridad, etcétera. Tal vez nos podrían decir 
-o en su momento hacernos llegar la información correspondiente- cuántos cargos de particular 
confianza hay actualmente en la Administración Central. Cuando hablo de cargos de particular 
confianza me refiero a la definición tradicional de ese concepto, pero también a los de alta gerencia, 
etcétera, que luego de una serie de modificaciones hechas en los últimos años, todavía existen. 


Asimismo, quisiera que se nos informara cuántas de las reestructuras que según la 
Administración Central se iban a iniciar en el actual Período de Gobierno -en sucesivas Rendiciones de 
Cuentas hemos permitido la contratación de funcionarios bajo el concepto y definición de 


“imprescindibles”- están funcionando y en qué condiciones están. Queremos saber cuántas están 
finalizadas, cuántas en términos de ejecución y cuántas no se han iniciado. 


Nos gustaría que se nos hiciera llegar información sobre cuántos de los cargos creados para 
la contratación de funcionarios que prestan servicios directos a los Ministros de Estado han sido 
llenados. 


También sería bueno que se nos pudiese informar, en términos generales, algo que está 
asociado con el artículo 6”, que es el que plantea la posibilidad de centralizar en la Oficina Nacional del 
Servicio Civil todo lo que tiene que ver con los sumarios. 


Nos gustaría saber cuántos sumarios se realizan por año en la Administración Central, Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados, y cuántos de estos llegan a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil para que la Comisión Nacional se expida sobre la recomendación del sumariante. También nos 
gustaría saber si la Oficina Nacional del Servicio Civil está en condiciones de llevar adelante la tarea 
de iniciar sumarios, ya que se pretende centralizar la tarea en dicha repartición estatal. 


Por otro lado, queremos saber qué datos tiene la Oficina Nacional del Servicio Civil respecto 
a la cuota de personas con capacidades diferentes que han sido ingresadas a la Administración 
Pública. Sé que en los repartidos que han sido distribuidos a los señores Senadores están estos datos, 
pero que sería importante que ello constara en la versión taquigráfica. 


Respecto al artículo 10, queremos decir que no terminamos de comprender su alcance. A 
priori entendí que no se quería que una persona que estuvo inhabilitada por la comisión de un delito, 
pudiera volver a ocupar su cargo. En ese sentido, me parece contradictorio con lo que ha promovido el 
Poder Ejecutivo, que es justamente lo contrario: una vez que la persona cumplió con la pena por el 
delito que cometió, puede reintegrarse a su tarea, en este caso, como funcionario público. En ese 
sentido, nos gustaría conocer la opinión de los jerarcas. 


Estas son las consideraciones que queríamos hacer. Muchas gracias. 


SEÑOR UMANSKY.- Reconocemos la labor que está haciendo la Oficina Nacional del Servicio Civil y 
las disposiciones que nos han sido presentadas en término de ordenamiento, recursos humanos y 
administración. 


Las preguntas van referidas a lo siguiente. Recientemente ha sido aprobado el Estatuto del 
Funcionario Público que prevé una serie de modificaciones -algunas de ellas bastante profundas- que 
van a requerir un labor racionalizadora de la Oficina Nacional del Servicio Civil, porque es necesario 
programar las adaptaciones, ya que el mero hecho de pasar de tal cantidad de categoría de 
funcionarios a meramente seis, es un desafío bien interesante. 


Leyendo el Tomo ll, sobre planificación y evaluación, en el texto remitido por el Poder 
Ejecutivo, vemos que la Oficina Nacional del Servicio Civil uniformizó y estandarizó, mediante guías y 
formularios, un proceso de descripción de puestos, que consideramos que es muy positivo. 
Evidentemente, el Estatuto del Funcionario presenta nuevos desafíos, porque si bien abarca nada más 
que el 6.5% de la Administración, cabe pensar -por la propia redacción del Estatuto- que en el futuro 
comprenderá a una mayor cantidad de funcionarios públicos. Mi pregunta referida a esto es si la 
Oficina Nacional del Servicio Civil está pensando una programación para ir absorbiendo estos cambios 
que se están dando ya en la legislación, cómo lo piensa instrumentar y bajo qué criterios. 


Por otro lado, en el Tomo ll del texto enviado por el Poder Ejecutivo se dice que se articuló 
con las áreas de gestión de cada Inciso la aplicación de la metodología, identificación y registro de 
actividad de los puestos, lo cual es muy positivo y representa un avance. Ahora bien, entiendo lo de 
identificar y ver en qué consisten los puestos, pero quisiera saber cómo funciona esa coordinación. En 
realidad cuesta un poco visualizar esto, habida cuenta de que las áreas de gestión comprenden 
muchos aspectos, como la programación, la ejecución, el monitoreo, el control y la evaluación, esta 
última atendida por el Poder Ejecutivo, aunque el martes pasado el Ministro de Economía decía que no 


creía en la evaluación institucional. Más allá de estas contradicciones, queríamos saber concretamente 
cómo la Oficina Nacional del Servicio Civil presta su apoyo a los distintos Incisos en las distintas etapas 
de la gestión. Si hay algo en lo que todos los Partidos estamos contestes es en la necesidad de 
incrementar la gestión y aumentar la calidad del gasto público. Entonces, la disposición y la buena 
administración de los recursos humanos deben ser coordinadas, inevitablemente, con las acciones de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el Ministerio de Economía y Finanzas. Básicamente, me 
interesaba saber si ya existen acciones tendientes a hacer esa coordinación porque, justamente, se 
nos informa que se ha racionalizado la descripción de puestos, lo cual es un avance, por lo que las 
próximas etapas consistirian en ver cómo se inserta eso en la estructura programática y cómo esa 
inserción dentro de la estructura programática contribuye a dinamizar la gestión general del Estado. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera que se me ampliara información en cuanto al artículo 8? del proyecto, que 
refiere a un cambio del artículo 62 de la Ley de Presupuesto. En realidad, leo este artículo y no lo 
entiendo, por lo que quizás se me pueda ayudar en este sentido. Originalmente, el artículo 62 decía 
que se podrán usar los créditos de los cargos vacantes, a los efectos de la transformación que se 
considere necesaria para su funcionamiento, hasta tanto se apruebe la reestructura organizativa. 
Parecería lógico que, mientras no se hace la reestructura, se hagan las transformaciones necesarias y 
se utilice el dinero de los créditos de las vacantes para no afectar el funcionamiento, a la espera de la 
reestructura. Ahora bien, el artículo 62 que se propone en el artículo 8% ya no menciona la reestructura. 
Obviamente estamos a la espera de la respuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil ante la 
pregunta del Senador Penadés en cuanto a si hay avances sobre este tema, pero en cualquiera de los 
dos escenarios no entiendo por qué no se hace una mención a la reestructura, ya que como dije se 
trataba de los créditos de las vacantes. Incluso, ahora se plantea contemplar los contratos temporales, 
de alta especialización y de alta prioridad, para la transformación de los cargos que se consideren 
necesarios para su funcionamiento. Esto sería lo que antes existía, en función de que estábamos a la 
espera de la reestructura. Entonces, mi pregunta es: ¿no va a haber reestructura, porque ahora se 
usan los créditos de las vacantes? Inclusive, ahora también están comprendidos los cargos de alta 
especialización y alta prioridad. En definitiva, quisiera que se me explicara la razón de este artículo, ya 
que no alcanzo a comprenderlo. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En virtud de la amplitud de las consultas que han hecho los señores Senadores 
cedería la palabra, en primer lugar, al Contador Ramiro Bello para que se expresara acerca del artículo 
7%. El señor Senador Rubio ha pedido una explicación sobre el estado actual de las reestructuras -tal 
como lo han solicitado los señores Senadores Heber y Penadés- y sobre el artículo 8%. Después 
trataremos de contestar las consultas que han hecho los demás señores Senadores. 


SEÑOR BELLO.- En lo que tiene que ver con el artículo 7%, podemos decir que incrementa la vía 
presupuestal de la aplicación de la norma transitoria que establece el Estatuto del Funcionario, Ley N* 
19.121. Para que se genere con los créditos de los contratos temporales que el Poder Ejecutivo habilita 
como puestos estables, es necesario que exista un cargo presupuestal. Entonces, los cargos 
presupuestales debemos crearlos por esta norma de Rendición de Cuentas. Lo que estamos haciendo 
ahora es transferir el crédito del que era el contrato temporal a un cargo presupuestal, para que se 
pueda generar un contrato provisorio. El contrato provisorio, por definición del artículo 50 de la Ley N* 
18.719 y del 4% de la Ley N* 18.996 y también del propio Estatuto, implica que exista un cargo 
presupuestal para poder realizarlo. Esos cargos presupuestales se van a generar en el último grado del 
escalafón respectivo. En definitiva, se está habilitando a la Contaduría General de la Nación para que 
con esos créditos genere el cargo. 


Con relación a las reestructuras, justamente estamos en un proceso bastante acelerado en 
estos días, en la medida en que la voluntad del Poder Ejecutivo y el conjunto del trabajo que se está 
haciendo implica enviar la reestructura de todos los Incisos de la Administración del Poder Ejecutivo, 
con excepción de los Ministerios de Defensa Nacional, del Interior y de Relaciones Exteriores, porque 
tienen estatutos especiales y resultan más complejos. Con respecto al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, podemos decir que ya se aprobó por decreto del Poder 
Ejecutivo y está en camino a la Asamblea General. Los Ministerios de Industria, Energía y Minería, de 
Desarrollo Social y de Salud Pública, que eran los originales, están terminados y en proceso de 
aprobación por parte del Poder Ejecutivo para su camino hacia la Asamblea General. Asimismo, hemos 
incluido los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social, de Educación y Cultura, de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y de Transporte y Obras Públicas, y ya se está finalizando el proceso, lo que 


esperamos ocurra esta misma semana, a fin de que las estructuras organizativas aprobadas por 
decreto del Poder Ejecutivo sean consideradas en lo que refiere a los puestos de trabajo por la 
Asamblea General, de acuerdo con lo que dice el artículo 7? de la Ley N* 18.719. En particular, el 
artículo sustitutivo del 62, trata de dar un instrumento de agilidad a los procesos de reestructura que, 
de por sí, son complejos. No obstante, el ajuste de las estructuras a las necesidades de funcionamiento 
de la Administración es una materia bastante periódica 


Entonces, para hacer los pequeños ajustes que se deban realizar en los puestos de trabajo 
que no necesitan la reestructuración de todo el Inciso -por eso ya no dice hasta la reestructura- es 
necesario habilitar una norma que lo permita y dar cuenta a la Asamblea General. ¿Y por qué los 
créditos de los contratos temporales? Porque lo que hubiere sobrado de los créditos de contrato 
temporal ya no tiene sentido. Si bien ese tipo de contrato va a seguir existiendo para los que ya lo 
tienen y permanezcan en él, la figura que establece el nuevo Estatuto del Funcionario es la del contrato 
de trabajo. Incluso, estamos pensando en utilizar los créditos sobrantes para contratos de trabajo; esos 
créditos se pueden utilizar para complementar posibles créditos de vacantes, hacer transformaciones y 
generar un puesto estable que, obviamente, se ocupará mediante el mecanismo de concurso, de 
ascensos o de ingresos, según corresponda. 


En definitiva, se trata de una norma que permitirá que el Poder Ejecutivo pueda llevar a cabo 
esos pequeños ajustes, dando cuenta a la Asamblea General, y que no se esté condicionado a llevar 
adelante una reestructura porque, como se decía, ya viene en camino. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En primer término, me voy a referir a la solicitud del señor Senador Penadés en 
cuanto a los vínculos con el Estado. 


Tal como informé al principio, lamento la no concurrencia en el día de hoy de la socióloga 
Corti, encargada del Observatorio de Gestión Humana. Por lo tanto, trataré de contestar lo mejor 
posible a las interrogantes del señor Senador. Obviamente, estamos a las órdenes para remitir la 
información necesaria en aquellos temas en los que no tenga los datos necesarios o en los que los 
señores Senadores entiendan pertinentes. 


Antes de ingresar al tema de los vínculos, debemos hacer algunas consideraciones previas 
que nos ayudarán a comprender el sistema en sí. La primera de ellas tiene que ver con la 
contextualización a fin de que ayude a comprender los datos que se presentan. Obviamente, una cosa 
es ver los datos aislados y otra analizarlos en un contexto. Si bien los números son los mismos y no se 
modifican, la contextualización ayuda a comprender la evolución y el porqué de las cosas. 


Sabido es por los señores Senadores que, de acuerdo al artículo 14 de la Ley de Presupuesto 
Nacional, la ONSC en cada oportunidad de tratamiento de la Rendición de Cuentas presenta un 
informe de vínculos laborales del Estado del año inmediatamente anterior. En ese informe surge la 
distribución por organismo, edad, ubicación geográfica, mecanismos de ingreso y otros. Para realizar 
tal tarea, la ONSC cuenta con dos sistemas de información: el Sistema de Gestión Humana -SGH- que 
abarca al Poder Ejecutivo, y el Registro de Vínculos del Estado -RVE- que abarca a los demás 
organismos. Los datos que toman esos sistemas son cargados por cada uno de los organismos, la 
Oficina Nacional del Servicio Civil los levanta y una vez estudiados y sistematizados son puestos a 
consideración de los diferentes organismos para que los validen o corrijan como forma de tratar de 
corroborar o auditar la información que cargó cada uno. 


Debemos recordar -porque este ha sido un tema recurrente- que los datos disponibles se 
empezaron a generar a partir de 1995, aunque no siempre con un único criterio a la hora de informar. 


A partir de 2009 la Oficina Nacional del Servicio Civil comenzó a desarrollar, justamente, el 
RVE como un sistema de información para registrar todos los vínculos laborales, y empezó a funcionar 
en enero de 2010. Para diseñar e implementar este sistema se hizo un exhaustivo relevamiento y 
clasificación de los vínculos existentes en los diferentes organismos. Pero esto ha ocasionado también 
sus inconvenientes, idas y vueltas y diferentes interpretaciones. 


Se realizó un intercambio muy importante para relevar y explicar a los organismos cómo 
tenían que registrar sus vínculos. Esto implicó aclarar y unificar conceptos para que todos utilizaran los 
mismos criterios de registros y que estos fueran claros y, en lo posible, comunes. Pero, tal como lo 
expresaron quienes representaron a la Oficina Nacional del Servicio Civil en esta misma instancia el 
año pasado, se siguen manteniendo serias dificultades para que los diferentes organismos utilicen 
criterios comunes. A vía de ejemplo: se establecía que en algún período -más concretamente en 2009- 
no fue posible informar o establecer información actualizada de varias Intendencias, de la ANEP o de la 
UdelaR. Como todo proceso necesita de su consolidación y si bien se ha ido mejorando en este 
aspecto, se lo ha hecho a pesar de que existen organismos que aún tienen muchas dificultades, ya 
sea por su complejidad y especialidad como por no tener, de pronto, sistemas de información 
totalmente adecuados o debidamente desarrollados, con las funcionalidades propias, para luego 
volcarlos al RVE en especial. De todas maneras, se está trabajando y mejorando en eso, así como en 
una versión más avanzada también del RVE. 


Con el devenir del tiempo, con el esfuerzo de la Oficina Nacional del Servicio Civil, de los 
organismos involucrados, de las áreas de gestión humana de los distintos organismos y, en especial, a 
través del trabajo que ha hecho el Observatorio, surge un mayor grado de cumplimiento mejorando así 
la calidad de la información. Igualmente debemos seguir trabajando en estos aspectos. 


El total de vínculos de funcionarios públicos y no públicos es de 284.762, que se discrimina 
de la siguiente manera: funcionarios públicos 268.443 vínculos, de los cuales, 103.346 son 
presupuestados; 27.900 efectivos policiales; 32.846 docentes efectivos; 48.302 contratos permanentes 
o de función pública; 1911 contratos policiales -corresponden a quienes tienen menos de cinco años de 
ejercicio-; 32.807 docentes interinos; 7.474 zafrales y eventuales; 6.000 docentes suplentes y 7.857 
con otro tipo de vínculos, que luego veremos cómo se discriminan. 


Estos vínculos en porcentajes se discriminan de la siguiente manera. El 61% es personal 
presupuestado, docentes efectivos y efectivos policiales; el 31% corresponde a contratos 
permanentes, contratos policiales y docentes interinos; el 5% refiere a funcionarios zafrales eventuales 
y docentes suplentes, y un 2,9% incluye otros vínculos. ¿Qué funcionarios públicos están incluidos en 
esos otros vínculos? Ese 2,9% al que recién me referí está compuesto mayoritariamente por 
contratados al amparo del artículo 410 de la Ley N* 16.170 de ASSE, que son 5.080 casos; 
2.412 jornaleros -entre los que encontramos: 830 de la Intendencia Departamental de Río Negro, 678 
de Tacuarembó, 509 de Soriano, 393 de Durazno-; 202 reincorporados y reservistas del Ministerio de 
Defensa Nacional y después hay secretarios de Ediles, contratos de alta prioridad y alta 
especialización, etcétera. 


Por otra parte, están los vínculos de los no funcionarios públicos. Hablamos de 16.319 
vínculos discriminados de la siguiente manera: 1.849 becarios, 2.467 pasantes, 430 arrendamientos de 
obra, 519 arrendamientos de servicios, 34 arrendamientos de obra con financiación de organismos 
internacionales, 654 arrendamientos de servicios con financiación de organismos internacionales, 
2.212 contratos a término, 643 provisoriatos, 2.181 contratos temporales de Derecho Público, 90 
contratos laborales, 110 contratos artísticos y 5.130 que están catalogados como “otros no 
funcionarios”, que también veremos a quiénes corresponde. 


Si lo vemos en porcentajes, el 15,1% son pasantes, 11,3% becarios, el 2,6% arrendamientos 
de obra, el 3,2% arrendamientos de servicios, el 0,2% arrendamientos de obra con organismos 
internacionales, el 4% arrendamientos de servicio con organismos internacionales, el 13,6 contratos a 
término, el 13,4% contratos temporales de Derecho Público, el 0,6% laborales, el 0,7% artísticos, el 
3,9% provisoriatos y el 31,4% corresponde a los no funcionarios a que hacíamos referencia. 


¿Quiénes son esos no funcionarios? Por ejemplo, encontramos 1.080 contratados por 
proyectos de la ANEP; 577 contratos de horas docentes en centros MEC y centros de capacitación; 
565 docentes no escalafonados del Ministerio del Interior; 214 docentes no escalafonados del 
Ministerio de Defensa Nacional; 66 docentes de la ENAP; 556 contratos con organizaciones de la 
sociedad civil -sobre todo los del MIDES-; 225 arrendamientos de unipersonales de Sanidad Policial; 
265 contratos temporales de Derecho Público en OSE; 316 cuidadores del INAU; 116 contratos de 
suplentes de salud en BPS; 138 internos de ASSE; 7 cuidadores de ASSE; 82 adscriptos a los 


Ministros al amparo de lo que establece el artículo 58 -esto responde otra consulta realizada por el 
señor Senador Penadés-; 61 asistentes de los Directores de Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados al amparo de lo que establece el artículo 23 de la Ley N* 17.556; 61 adscriptos y de 
seguridad presidencial; 47 guardias médicas y 15 asistentes a los Ministros, que eran los que estaban 
previstos en el artículo 9% de la Ley de Presupuesto anterior, la  N* 17.930. Si hacemos un rápido 
análisis de acuerdo con el género -hace cinco años que la Oficina comenzó a relevar e informar la 
distribución de los vínculos del Estado por sexo, no solo con fines estadísticos sino también como 
forma de ayudar en la toma de decisiones referidas a políticas sobre equidad de género- y tomamos la 
cifra correspondiente a la totalidad de los vínculos -es decir, incluyendo a los funcionarios públicos y a 
los que no lo son- tenemos que el 52% corresponde a mujeres y el 48% a hombres. Obviamente que 
dentro de las distintas categorías puede haber variaciones pero, reitero, en términos generales hay un 
52% de vínculos laborales con mujeres y un 48% con hombres. En cuanto a la información geográfica 
podemos decir que, naturalmente, la mayor concentración de vínculos está en Montevideo, con un 
53%. El detalle de los restantes departamentos, por orden alfabético, es el siguiente: Artigas, 2%; 
Canelones, 9%; Cerro Largo, 2%; Colonia, 3%; Durazno, 2%; Flores, 1%; Florida, 2%; Lavalleja, 2%; 
Maldonado, 4%; Paysandú, 3%; Río Negro, 2%; Rivera, 2%; Rocha, 2%; Salto, 3%; San José, 2%; 
Soriano, 2%; Tacuarembó, 2% y Treinta y Tres, 2%. Si lo vemos por mecanismo de selección -también 
de forma rápida y recordando que nos referimos a las altas del año 2012, que es el período que abarca 
el estudio- advertimos que la mayoría de los vínculos fue dado de alta por algunos de los mecanismos 
de concurso: un 26% por concurso de oposición y méritos, el 23% por concurso de méritos y 
antecedentes y el 3% por sorteo y concurso. El ingreso por sorteo representó el 7%. Si lo entienden 
pertinente, luego podemos hacer llegar la planilla con la discriminación por cada uno de los 
organismos. En total son 2.478 funcionarios. La mayoría, 2.116, pertenece a las intendencias 
municipales, a OSE, etcétera. Para mencionar algunos números: 242 corresponden a Anep, 794 a 
OSE, 48 a la Intendencia de Colonia, 73 a la de Canelones, 46 a la de Rocha, 34 a la de San José y 
201 a la de Treinta y Tres. El total de los no funcionarios asciende a 362; voy a citar algunos números: 
25 becarios de BPS, 45 becarios del Banco de Seguros del Estado, 107 de Ancap, entre becarios y 
otras categorías, 148 becarios de UTE, 13 contratos a término de OSE, y14 becarios y 3 
arrendamientos de servicio de la Intendencia de Colonia. Si este 7% lo desglosamos por organismos, 
vemos que el 0,4% corresponde al Poder Ejecutivo, el 9,8% a los organismos del 220, el 46% a los 
organismos del 221 y el 43,8 a los gobiernos departamentales. La otra gran categoría está constituida 
por funcionarios que ingresaron por otros mecanismos, y alcanza aproximadamente un 32%. También 
los podemos diferenciar por funcionario público, no funcionario público, de la Administración Central, y 
de fuera de ella. En cuanto a los funcionarios públicos de la Administración Central, tenemos 2.931, 
distribuyéndose de la siguiente forma: 2.881 reservistas incorporados del Ministerio de Defensa 
Nacional, 47 redistribuciones del mismo Ministerio y de los Ministerios de Economía y Finanzas y de 
Transporte y Obras Públicas; después hay un caso del Sinae, uno de alta prioridad y un restituido del 
Ministerio de Educación y Cultura. Con respecto a los de fuera de la Administración Central, tenemos 
6.826; la suma de 9.757 corresponde a funcionarios públicos, tanto de dentro de dicha Administración, 
como de fuera de ella. La suma de 4.962 está compuesta, entre otros números, por aspirantes, 
llamados abreviados de la ANEP, suplentes interinos, 4 reincorporaciones -tres en INAU y uno en OSE- 
1.036 corresponden a suplentes y presupuestados de la Comisión de Apoyo y Patronato del Psicópata 
de ASSE, 14 a llamados externos del Correo, contratos permanentes, eventuales y zafrales. También 
tenemos 92 ingresos a propuesta de organizaciones sociales e institutos de enseñanza de la 
Intendencia de Artigas, ediles suplentes, dos en la Junta de Cerro Largo y uno en la de Rocha... 


SEÑOR HEBER.- Perdone la interrupción, pero son muchos los números y me gustaría poder 
entenderlos -naturalmente, quedan registrados en la versión taquigráfica y, después, los podremos 
analizar detenidamente-; aunque desde el organismo ya nos han enviado un documento que contiene 
planillas, no hemos tenido tiempo material para analizarlo. Tratando de seguir el razonamiento - 
supongo que las planillas estarán incluidas en el documento que tengo en mi mesa- quiero señalar 
que hay unas planillas en la página 18 del documento, en las cuales figura la tabla 3 que la Oficina 
Nacional del Servicio Civil tituló “Distribución de vínculos de funcionarios públicos por agrupación 
temática de organismos”. Allí están registrados todos los Poderes, los Ministerios, los Gobiernos 
Departamentales con un total registrado de 268.000 funcionarios. Luego hay otra, que lo único que 
hace es diferenciar por sexo, con un total de 284.000 funcionarios. Tratando de seguir su 
razonamiento, quizás haya otra planilla que tenga los datos más claros. Planteo esto porque cómo 
puede ser que entre la tabla 3 y la 6 -que en lo único que se diferencian es en el ítem sexo- tengamos 
20.000 funcionarios más en una que en otra. Quizás no estoy interpretando bien los datos, pero no veo 
que en los grupos de incisos haya alguno que no esté reflejado en las dos tablas y en las dos se habla 


de agrupación temática de los organismos. Hago este planteo para tratar de entender cuántos 
funcionarios realmente existen: 268.000 o 284.000. Después, se hace una división sobre vivienda, 
Gobiernos Departamentales, comunicaciones, y no veo una planilla relativa a las Intendencias. Me 
pareció entender que usted decía que no tenía toda la información actualizada por parte de los 
Intendentes, pero me gustaría que me ayudara a seguirlo. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Al principio, cuando empecé a hablar de los números, dije que el total de 
vínculos de funcionarios públicos y de no funcionarios públicos ascendía a 284.762. Si se mira el 
cuadro a que hace referencia el señor Senador, la tabla 3 de la página 18, se verá que se habla de 
“Distribución de vínculos de funcionarios públicos”. Ahí está la diferencia: 284.762 es el total de 
vínculos de funcionarios públicos y no públicos. Dentro de ellos, tenemos 268.443 que son funcionarios 
públicos y 16.319 de no funcionarios públicos. De ahí surge la diferencia: uno está tomando como 
matriz la totalidad de los vínculos, y el otro solo una de las categorías. 


Simplemente, para terminar el desarrollo que venía haciendo de los últimos datos, como 
puede ser demasiado tedioso hacer una discriminación de esa naturaleza, citaré los grandes números - 
sin subdividirlos después- de los que ingresaron por otros mecanismos: funcionarios de la 
Administración Central, 2931; funcionarios públicos de fuera de la Administración Central, 9757; no 
funcionarios públicos de la Administración Central, 305; no funcionarios públicos de fuera de la 
Administración Central, 772. Esto es en términos generales. 


Siguiendo con las consultas hechas sobre todo por el señor Senador Penadés, en especial 
sobre los literales Q) y R) del artículo 6%, aclaro lo siguiente. El literal Q), dice: “Implementar y 
administrar, en el ámbito de los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, un sistema centralizado 
para la realización de los sumarios administrativos del personal civil”. Ahí hay distintos temas a 
considerar, pero daré una idea global de lo que pretende hacer la Oficina Nacional del Servicio Civil en 
ese sentido. Una vez que se comunicó la decisión de parte de Presidencia tomada en el Consejo de 
Ministros respectivo, nos abocamos a solicitar a los diferentes Incisos información relacionada con: la 
cantidad de sumarios que se realizan en cada uno de ellos, los recursos humanos con que se cuenta 
para tales actividades, el perfil que ellos tienen, la capacitación que poseen, el personal de apoyo con 
que efectivamente cuentan, la infraestructura que poseen, si hacen la actividad referida a sumarios e 
investigaciones administrativas como forma prácticamente exclusiva de trabajo o la comparten con 
otras áreas -ya que hay diversidad de situaciones en el ámbito de cada Inciso- y otros elementos que 
en ese momento se consideró imprescindible decidir en forma previa sobre el sistema a aplicar en sí. 


En esta situación hay varias fases que se pueden desarrollar en forma gradual para una 
correcta implementación. En ese contexto voy a expresar cuál sería, a juicio de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, el lugar por donde se debería empezar el estado de transición hacia 
niveles más avanzados, si esa fuera la definición final que se adopte. 


Creemos que se debería empezar por temas básicos que permitan ir ordenando el mosaico de 
situaciones que se dan en los diferentes sumarios que se instruyen. Dentro de este concepto nos 
parece esencial comenzar por realizar una estandarización de criterios para todos los sumarios y un 
control formal más definido y específico. Esto es, hacer una especie de auditoría de los sumarios tanto 
en lo que respecta al cumplimiento de plazos como a los criterios que se utilizan. 


¿Qué significan estos criterios? Cuando nos referimos a la estandarización de criterios 
estamos hablando del establecimiento de determinadas pautas a efectos de que los incisos actúen de 
forma parecida ante situaciones similares. Al mirar las instrucciones de los diferentes incisos nos 
hemos encontrado con distintas soluciones para situaciones que son comunes, y si bien no es posible 
establecer una tablita para cada situación, es importante estandarizar algunos criterios. Voy a dar un 
ejemplo concreto que clarifica lo expresado. Cuando un sumariado pide ver el expediente se puede 
estar en distintas etapas de la instrucción; ahí se puede apreciar que las realidades según los incisos y 
a veces según las diferentes unidades ejecutoras no es la misma. En algunos lugares se permite que 
el sumariado o el abogado patrocinante tengan acceso a casi todas las instancias de la instrucción 
mientras que en otros lados solamente se permite al momento de otorgársele la vista. Este ejemplo 
muestra claramente que debería haber un criterio único para toda la Administración, que es necesario 
contar con una misma interpretación del accionar administrativo. 


Lograr un control formal más definido y específico refiere a lo ya expresado: al control de los 
plazos, al cumplimiento de las formalidades, a establecer un sistema de auditoría de esos procesos y 
a volver a utilizar un sistema o una fórmula -que nos parece muy positiva y fue utilizada en varias 
Administraciones anteriores- que era realizar investigaciones administrativas en aquellos casos en que 
por el vencimiento de los plazos la Administración no pudo culminar con las actuaciones a efectos de 
esclarecer cuáles fueron los motivos. Ese es el marco que a juicio de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil debería trabajarse, ya que hoy día no hay quién tenga tales competencias específicas con 
características generales y con una mirada global de todos los sumarios que se instruyen en los Incisos 
02 a 15 del personal civil. 


También introducimos otro concepto, el de la gradualidad, por tratarse de un proceso que 
debe seguirse con total seriedad y responsabilidad por lo que implica -puesto que se deben respetar 
todas las garantías que el Derecho prevé- y por las dificultades que podría generar un cambio radical 
en ese sentido, de un día para otro, que no nos parece lo más adecuado. Además, deben tenerse en 
cuenta otros factores para el desarrollo de las acciones, como por ejemplo los temas relacionados 
efectivamente con la infraestructura, con el personal asignado a esas tareas, con la confección de los 
procedimientos a que hacía referencia, con la aprobación de los criterios de los que he hablado, con el 
hecho de traer personal de los diversos incisos en que se están desempeñando, etcétera. No es, 
pues, un tema sencillo. 


Esta es nuestra propuesta. Ahora bien, si se quisiera avanzar posteriormente en un grado 
superior, es decir, efectivizar el hecho y que los sumarios se realicen exclusivamente en la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, podría haber problemas de orden práctico. Por esa razón hablamos de 
gradualidad, pero no desde el punto de vista del Derecho o de las normas que la prohíban. En tal 
sentido, consultamos a uno de nuestros abogados, el doctor Miguel Larramendi de la Cátedra de 
Derecho Administrativo, que acaba de hacer un posgrado en Derecho Administrativo en la Universidad 
de Alcalá -en Alcalá de Henares, España- sobre la posibilidad -si el día de mañana esa fuera la 
decisión final- de que la Oficina Nacional del Servicio Civil hiciera los sumarios. Voy a leer simplemente 
algunos extractos de lo que el doctor Larramendi expresa en ese sentido. Dice así: “La potestad 
disciplinaria es el poder que tiene la Administración de sancionar a sus funcionarios cuando incurren en 
la comisión de una falta administrativa. 


Este poder de sancionar, de la Administración, lo tiene cada Ministerio de acuerdo a la 
Constitución (artículo 181 numeral 6). 


Por lo tanto, el dictado del acto administrativo sancionatorio disciplinario no se le puede quitar 
a los Ministerios sin pasar por una reforma constitucional. 


Por otra parte, sabido es que en principio, en la Administración, para el ejercicio del poder 
disciplinario es necesaria la tramitación de un procedimiento administrativo especial llamado “sumario”. 


El sumario se inicia con un acto administrativo del jerarca de la unidad ejecutora a la que 
pertenezca el sumariado (artículo 185 del Decreto N* 500/91). La disposición de la iniciación 
de un sumario implica que existe un funcionario identificado como presunto autor de una falta 
disciplinaria, y tiende a “determinar o a comprobar” la responsabilidad del funcionario imputado de la 
comisión de una falta disciplinaria”. 


Ahora bien, ¿qué podría pasar a la competencia de la Oficina Nacional del Servicio Civil? 
Entre el acto administrativo que dispone la instrucción del sumario y el acto administrativo 
sancionatorio transcurre el procedimiento disciplinario que se regula en los artículos 191 a 219 del 
Decreto 500/91. Este procedimiento es tramitado por los servicios jurídicos de la unidad ejecutora a la 
que pertenece el funcionario. Se considera viable que por modificación de estas normas del Decreto 
mencionado el procedimiento disciplinario de sumario sea tramitado -si esa fuera la decisión- por la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Aquí hay otro elemento muy importante: esto no modificaría la competencia en materia 
disciplinaria que por la propia Constitución tienen asignada los Ministerios, pues el poder de disponer la 


instrucción de sumarios y de determinar la sanción a aplicar continuaría en sus manos, cambiando solo 
el órgano que tiene competencia para la tramitación del procedimiento; procedimiento que culminará 
meramente con un dictamen asesorando al jerarca respecto a la sanción a imponer, que no tendrá para 
este carácter vinculante. Previo a todo esto sería necesaria la aprobación de una disposición legislativa 
que otorgue esta competencia específica a la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Es decir que, en definitiva, si llegáramos a tal estado, el jerarca máximo del inciso, que es el 
Ministro, dispondría por resolución la disposición del sumario, se haría la instrucción fuera del inciso, 
volvería con el informe que no es vinculante para el jerarca y este último sería quien tomaría la decisión 
final al respecto. 


Otra pregunta fue sobre la segunda competencia del artículo 6” literal R). Voy a hacer 
referencia a algunas acciones que hemos llevado adelante y a los problemas que tenemos en general. 
De paso, aclaro algo que dijo el Diputado Abdala cuando estuvimos en la Comisión de Presupuesto de 
la Cámara de Representantes. Señaló al respecto: “En cuanto al literal R) entiendo el espíritu que 
seguramente sea compartible. Tal vez la modificación o el ajuste que acaba de sugerir el señor Director 
del Servicio Civil mejore la resolución normativa de esta propuesta, pero en este caso todos sabemos 
de qué estamos hablando: las normas de incumplimiento histórico. Esto corta transversalmente al 
sistema político y a todos los Gobiernos. Supongo que esta disposición implica, desde el punto de vista 
jurídico, la derogación tácita de algunas normas vigentes”. Y continuó exponiendo otras 
consideraciones. 


Por todo esto, en primer lugar nos parece fundamental que este literal R) sea aprobado. Tal 
como lo apreciamos en la realidad, no tenemos la suficiente fuerza y capacidad o no existe en el 
ordenamiento jurídico vigente una disposición de la naturaleza como la que proponemos que de 
alguna forma obligue, sí o sí, en una interpretación acertada o equivocada, a hacer cumplir las normas 
de discriminación positiva. Por eso este literal R) nos parece fundamental, aunque sabemos que es 
una norma fuerte. 


El señor Senador hizo referencia a la Ley N* 18.651 sobre protección integral de los 
derechos de las personas con discapacidad, lo que ocurre es que existe una serie de problemas que 
dificultan la real aplicabilidad de esa norma. Así lo hicimos saber y consta en la versión taquigráfica de 
la sesión de la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión de la Cámara de Senadores celebrada el 
10 de junio y presidida por el señor Senador Da Rosa. En esa oportunidad la Oficina Nacional del 
Servicio Civil fue invitada para exponer sobre algunos aspectos particulares relacionados con el 
proyecto de ley sobre los afrodescendientes. Allí explicamos -sin emitir juicio sobre los porcentajes que 
establecía en ese momento el proyecto de ley- cómo podíamos evitar algunos problemas que tiene la 
Ley N* 18.651. Si bien esta ley por supuesto que tiene la mejor intención, también tiene una serie de 
inconvenientes que en ciertos aspectos la hacen difícil de aplicar. Por ello hay que analizar las 
diferentes normas que la componen, no de forma aislada, sino dentro del contexto más amplio que es 
armonizando sus diferentes artículos para lograr comprender a cabalidad las dificultades que se 
presentan. 


Rápidamente voy a nombrar tres disposiciones que están íntimamente ligadas entre sí, pero 
que en definitiva toman conceptos diferentes. El artículo 49 de esta Ley refiere a los porcentajes y toma 
como elemento principal los cargos. El artículo 50 refiere a los créditos para ocupar esos cargos o 
funciones contratadas y toma como matriz o elemento principal la supresión de vacantes. O sea que 
uno refiere a cargos y otro a supresión de vacantes. 


En el literal A) del artículo 51 se define qué se considera como vacante. Estos conceptos son 
muy similares a los contenidos en el artículo 1? de la Ley N* 18.094, que modificaba el artículo 42 de la 
Ley N* 16.095, de 26 de octubre de 1989, en la redacción dada por la Ley N* 17.216, de setiembre de 
1999. Es decir que aparentemente no se trata de un problema nuevo, sino que evidentemente el 
mismo es de larga data, y por eso hacía esa referencia el Diputado Abdala. Este tema no se ha podido 
terminar de solucionar y, en definitiva, ahora nosotros pretendemos que con el literal R) se tengan las 
herramientas para que se efectivicen las medidas. 


Si estudiamos con detenimiento estas tres disposiciones, podemos apreciar que en una se 
toma como elemento central el cargo y en la otra las vacantes presupuestales, tal como se conoce en 
el Derecho administrativo. En otras palabras, se hace referencia a las vacantes que se producen en 
relación a los funcionarios presupuestados y a los contratos de función pública. Eso se da por 
aplicación del artículo 49, en el que se establece el porcentaje; pero para efectivizar dicho porcentaje 
hay que interpretar que en la referencia al crédito aparece que está dada por el artículo 50, que refiere 
al mismo en ocasión de la supresión de las vacantes. O sea que es un sistema bastante difícil de 
comprender. Si bien no creo que haya sido la voluntad del Legislador, la realidad indica que esto forma 
parte de algunos de los inconvenientes que se generan al momento de armonizar y efectivizar lo que 
dispongan las normas. Cabe preguntarse, en este sentido, cómo rige la situación para las personas 
públicas no estatales que también están incluidas en el artículo, donde no existe el concepto de cargo 
como sucede en el ámbito del Derecho Público. Entonces, nos cuestionamos, por ejemplo, si un 
decreto del Poder Ejecutivo podría forzar una interpretación en cuanto a qué es vacante presupuestal 
para lo público y qué es vacante para las personas públicas no estatales. 


Otro problema al que hacíamos referencia en la Comisión de Población, Desarrollo e 
Inclusión, y que creo se corrigió en el proyecto de ley sobre afrodescendientes, es que la ley sobre 
discapacitados no establece la temporalidad en que deben tomarse en cuenta las vacantes, por lo que 
se puede estar ante un sistema móvil permanente que haga que nunca se llegue a tener un porcentaje 
suficiente como para cubrir una vacante para discapacitados. Pongo un ejemplo: al día de hoy tengo 15 
vacantes presupuestales -el 4% de esas vacantes no me llegan a generar un cargo- voy llenando las 
mismas y se van produciendo nuevas, pero como no tengo un término temporal de referencia quizás 
nunca pueda llegar a generar un porcentaje como para cubrir una vacante con una persona 
discapacitada. Se trata de un problema práctico real. Por esta razón, la ley sobre afrodescendientes 
tiene ventajas comparativas respecto a esta otra ley, ya que ha habido una preocupación por no repetir 
las fórmulas que han traído estos problemas históricos. Con esas nuevas fórmulas, de alguna manera 
se han tutelado aquellos derechos que se quieren proteger. 


Quisiera también expresar otros conceptos importantes. Se pensó abordar directamente el 
problema tratando de modificar los artículos 49 y 50 de la ley, en forma previa a ponerla a disposición 
del artículo 6%. Pero tratándose de una ley de discapacitados tan especial, donde comparecen en 
definitiva tantos actores, no nos pareció lo más prudente establecer una norma en ese sentido. Acá 
estamos mirando uno de los problemas, pero quizás haya muchos más de los que estamos 
acostumbrados a ver habitualmente, por lo que se puede volver más compleja la solución. A tales 
efectos, nos hicieron llegar dos acciones concretas. Por un lado, hoy estamos trabajando con Pronadis, 
concretamente con el doctor Marrero y con María José Bagnato, específicamente en la reglamentación 
de los artículos 49 y 50, en la medida en que la ley lo permita, a fin de tratar de solucionar algunos de 
los problemas a los que me referí. Por otro lado, hice llegar, tanto a uno de los asesores del Secretario 
de la Presidencia como al propio Mides, un proyecto de reglamentación de toda la ley, que había hecho 
en su momento la doctora Dartayete junto con otro profesional cuyo nombre no recuerdo en este 
momento, para que lo tuvieran como insumo para el resto de la ley. Sí, más allá de lo que se pudiera 
hacer con el resto de la ley, nuestra intención es a corto plazo terminar de acordar con Pronadis -ya 
hemos tenido más de una reunión con el doctor Marrero y con María José Bagnato- algunos términos, 
que a su vez debemos consultar con la Contaduría General de la Nación, de modo de tener pronta la 
reglamentación para este año, ya que se ha demorado más de lo debido. 


Con respecto a la otra medida, nos pareció más prudente la inclusión del artículo 6*, tal cual 

está redactado para los Incisos 02 al 15. Entre las medidas concretas que también estamos llevando a 
cabo, conformamos en primer término un grupo de trabajo, para analizar diversos aspectos de los que 
he venido desarrollando con anterioridad el que, a su vez, se interrelaciona con los diferentes Incisos 
en un intento de tratar de superar este año el número de contrataciones que se hicieron para 
discapacitados. En definitiva, remitimos oficio al Mides para la reglamentación de la ley y a la 
Contaduría General de la Nación, para ver la distribución de los créditos de acuerdo con lo que 
establece el artículo 50 de la ley. Eso se hizo por expediente y, en ese sentido, voy a mencionar los 
números de los expedientes, que son: el N* 2013/0, N* 2008/00, N* 174 y N* 175, respectivamente. 
También remitimos oficio a cada uno de los Incisos a efectos de recordarles y solicitarles el 
cumplimiento de lo dispuesto por los artículos que hemos estado viendo, que fueron los expedientes 
N* 2013/0, 2008/00 180 al 00 193. Eso lo enviamos a cada uno de los Incisos. Actualmente se 

está realizando un llamado genérico -lo está realizando la Oficina Nacional del Servicio Civil- a 
discapacitados, que es el llamado N?* 320/2013, cuyo período de inscripción cerró el 15 de julio 


pasado, en el que hay 95 preseleccionados y, lamentablemente, quedaron 372 como no 
preseleccionados, porque uno de los requisitos que se pedía era la inscripción en el Registro de 
Discapacitados, porque así lo establece la propia ley. Estas 372 personas no cumplían con ese 
requisito y ahora se van a realizar -con seguridad la semana que viene- las pruebas correspondientes. 


Con respecto al alcance del artículo 10 en cuanto a la inhabilitación, creo que está en total 
concordancia con lo que dice el artículo 5 de la Ley N* 19.121 que establece los requisitos 
formales para el ingreso a la función pública. Concretamente dice: “Para ingresar a la función pública 
se requiere:...” En ese artículo 5%, el numeral 5), dice: “Inexistencia de destitución previa de otro vínculo 
con el Estado”. Si tenemos en cuenta la situación -que, obviamente, nos parece lógica- de que alguien 
haya sido destituido, ¿por qué no íbamos a poner a la inhabilitación en la misma categoría ya que en 
general surge a partir de delitos contra la Administración? No sé si estamos en el acierto o en el error, 
pero esa fue la intención que nos llevó a incluir esa situación de inhabilitación en la disposición del 
artículo 4”. Además, ello está especificamente establecido en el numeral 6) del artículo 5%. Nos parece 
totalmente coherente que así sea. 


En tal sentido, cabe agregar que hicimos una consulta a la Fiscalía de Gobierno de Primer 
Turno, la que estuvo conteste con una solución de esta naturaleza. 


SEÑOR DA ROSA.- Quiero hacer un par de preguntas sobre el articulado y otras en términos 
generales sobre los funcionarios públicos. 


La primera pregunta está referida al literal Q) del artículo 6* que plantea la implementación, 
en el ámbito de los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, de un sistema centralizado para la 
realización de los sumarios administrativos. Me gustaría profundizar un poco en las razones de esa 
disposición. Supongo que se deben perseguir objetivos de mayor eficiencia en cuanto al desarrollo de 
esa actividad que indudablemente es muy importante en la función pública porque se trata, ni más ni 
menos, de juzgar o procesar las faltas administrativas que puedan existir en la Administración Central. 
De esa manera, se corre el riesgo de que todo sistema que se centraliza se burocratice. Por lo tanto, 
en la medida en que así sea, el objetivo en lugar de ganar en eficiencia, gana en lentitud. Me gustaría 
saber si ese tema fue evaluado. 


Las otras dos cuestiones están referidas a temas generales de la administración de los 
funcionarios. En primer lugar, me gustaría saber si hoy en día existe una estimación de acuerdo al 
promedio de edad del conjunto de los funcionarios públicos. Es decir cuál es la estimación respecto de 
los próximos diez años; cómo pueden evolucionar las vacantes y la cantidad de funcionarios en los 
próximos diez años. No sé si existirá una evaluación al respecto, pero me parece que es muy 
importante para las previsiones respecto del futuro. 


La última de las preguntas tiene que ver con los incrementos, con la cantidad de 
funcionarios, en el sentido de si se han producido en el área administrativa, técnica, profesional o de 
servicios. Si hay incremento de funcionarios, me parece importante saber en qué áreas concretas se 
produce, en mayor medida, dicho incremento. Me gustaría saber si la Oficina lleva estadísticas al 
respecto. 


SEÑOR TAJAM..- Mi consulta es sobre las contrataciones de los funcionarios a través de mecanismos 
de selección. 


Observando el gráfico número 18 me sorprendió el hecho de que los Gobiernos 
Departamentales hayan realizado sus altas de funcionarios públicos, en el 33% de los casos, por 
designación directa; que el Poder Ejecutivo lo haya hecho en el 4%; que los organismos del artículo 
220 lo hayan hecho en el 7% y los del artículo 221 en el 0%, o sea que no utilizan ese mecanismo. 
Quizá uno podría pensar que las Intendencias tienen algún problema para contratar pero si uno 
analiza el cuadro número 5 verá que, por ejemplo, las Intendencias de Florida, Montevideo, 
Maldonado, Rocha, San José y Tacuarembó no necesitaron de la designación directa; en cambio, 
Soriano arroja la cifra de 503; Río Negro, 253; Lavalleja, 170 y Durazno, 162. 


Concretamente, me gustaría saber si el mecanismo de selección es una voluntad propia de 
las Intendencias o si en torno a él existe alguna problemática que se me escapa que hace que deban ir 
por el sistema de designación directa. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Voy a seguir un poco el orden de las consultas realizadas. 


Con respecto a la implementación del sistema de sumarios administrativos quiero decir que 
en una extensa exposición referí a una decisión, no adoptada, sino comunicada a la Oficina Nacional 
del Servicio Civil que, como órgano sometido a jerarquía, es obvio que llevará adelante las acciones 
que se le encomienden en tal sentido. 


Más adelante hice referencia a cuál sería, dentro de ese marco y mediante un proceso 
paulatino, el comienzo para que la Oficina desarrolle ese trabajo y aludí al informe que pedimos sobre 
si constitucional o legalmente había impedimentos para que una oficina diferente a la que presta 
servicios el funcionario realizara los sumarios. 


Sin ánimo de entrar a reiterar los conceptos vertidos -de los cuales ha quedado constancia 
en la versión taquigráfica- quiero hacer referencia a dos o tres aspectos puntuales. 


Hoy en día, y más allá de tener o no el sistema, distintos organismos -no solo los 
comprendidos en los Incisos 02 al 15 del Poder Ejecutivo- piden a la Oficina Nacional del Servicio Civil 
que instruya sumarios por distintas causas. Un típico y claro ejemplo se da cuando está involucrado 
algún funcionario de un área jurídica que puede tener incidencia en el Inciso o en el organismo. 
Lamentablemente, es común que esto suceda. Quiere decir que ya se realizan procedimientos de esta 
naturaleza; obviamente que son excepcionales y se instruyen en la medida en que se entienda la 
excepcionalidad, la imposibilidad o la afectación de la imparcialidad en el organismo en que se 
desarrolle. 


En sí mismo, esto no trae aparejada ninguna complicación de orden práctico en cuanto a 
demoras, atraso en los procedimientos o cosas por el estilo. Obviamente -comparto la preocupación 
planteada- si soy sumariante de determinado inciso se supone que ya estoy acostumbrado a toda su 
mecánica, a su normativa y a cómo se llevan adelante los diferentes procesos y sistemas, pero si estoy 
fuera de ese inciso tengo que entender toda su cultura institucional para llegar a un producto bien 
definido y bien terminado. Evidentemente, si se transitara este camino, paulatinamente habría que ir 
trabajando esos aspectos. 


A su vez, acá no partimos de la nada. Si mañana llegáramos a instaurar un procedimiento de 
esa naturaleza -reitero, más allá de las pretensiones por parte de la Oficina que han quedado claras- 
como hoy la Oficina Nacional del Servicio Civil no tiene los recursos humanos necesarios, se harían 
pases en Comisión de los propios incisos donde se están llevando a cabo esos procedimientos. Por lo 
tanto, en el conjunto de personas que conformarían el equipo de sumariantes habrá alguien del inciso 
que conocerá los procedimientos, la cultura institucional y demás elementos, ayudando a tener una 
mirada global, más comprensiva y más real de la situación de quien esté llevando a cabo en ese 
momento el sumario. 


Todo depende de cómo se lleva a la práctica y, obviamente, de la cantidad de recursos 
humanos con que contemos -si se llegara a esa etapa- y de qué procedimientos se instauraran en ese 
sentido. 


Sin perjuicio de ello, hoy en día la mayoría de los problemas de tiempo que tienen los 
sumarios, aun haciéndose dentro de los incisos, no pasan por el procedimiento en sí -que está reglado 
en el Decreto 500 y que tiene sus plazos, es decir, que está todo pautado- sino muchas veces por la 
demora de la información complementaria que el sumariante requiere de alguna división, departamento 
u otra Unidad Ejecutora del inciso. Insisto, esa información muchas veces demora, porque no siempre 
es fácil recopilarla, sistematizarla y darle el orden que solicitó el sumariante. 


Ese es uno de los problemas que hay, tanto en este como en otro sistema. Eso no se 
modifica. Por lo tanto, los dos sistemas deben tener sus pros y sus contras. Ahora bien, solo la práctica 
de uno u otro sistema nos permitirá decir cuál de los dos es el mejor. 


La estimación de vacantes y cantidad de funcionarios que en los próximos diez años se 
podrían generar -solicitada también por el señor Senador- no es un dato que tenga aquí. De todas 
maneras, no habría inconveniente en solicitarle al Observatorio de Gestión Humana que haga una 
proyección en ese sentido -con los naturales márgenes de errores que esto lógicamente pueda tener- 
y enviarlo a la brevedad. 


Para conocer el incremento de la cantidad de funcionarios y en qué áreas se produce se debe 
hacer el comparativo 2011-2012. 


En términos generales -y sin perjuicio de poder hacerles llegar la tabla de cada uno de los 
organismos, o sea del Inciso 01 Poder Legislativo al Inciso 99 Congreso de Intendentes- podemos 
decir que los mayores incrementos se dieron en el Ministerio del Interior, con 1.358 vínculos nuevos, 
662 de funcionarios y 696 de no funcionarios; en la ANEP, con 3.472 vínculos, 3.159 de funcionarios y 
311 de no funcionarios; y en ASSE, con 1.457 nuevos vínculos, aumentando en 1.574 la cantidad de 
funcionarios y disminuyendo en 117 la de no funcionarios. 


Mirando rápidamente la planilla advertimos otros números menores pero que de todos modos 
podemos destacar. Por ejemplo, en Ancap el aumento total ascendió a 200 vínculos, 96 de funcionarios 
y 104 de no funcionarios; en Antel fue de 329, 134 de funcionarios y 195 de no funcionarios; y en OSE 
hubo una disminución de 80 en el total. A nivel de los Gobiernos Departamentales el detalle es el 
siguiente: el de Colonia aumentó 137, 136 funcionarios y 1 no funcionario; el de Flores, 66, 53 
funcionarios y 13 no funcionarios; el de Río Negro, 47 funcionarios; el de Rocha 48 funcionarios; el de 
Salto 78 funcionarios, el de San José 37 funcionarios y el de Montevideo 284, mientras que en los de 
Florida, Lavalleja y Maldonado se redujo el número de vínculos laborales. En definitiva, los aumentos 
más significativos se dieron en el Ministerio del Interior, en ANEP y en ASSE. 


En cuanto a la forma de designación a nivel de los Gobiernos Departamentales lo único que 
podemos decir, en realidad, es que nuestra competencia privativa es respecto al Poder Ejecutivo, 
aunque también asesoramos cuando se nos solicita por parte de los demás organismos. Los datos que 
figuran en el registro de vínculos que mandamos al Parlamento surgen de la información que envían 
los Gobiernos Departamentales, en sus diferentes formatos, por lo que la Oficina no estaría en 
condiciones en este momento de establecer por qué se dan conductas diferentes en algunas 
Intendencias. 


SEÑOR BELLO.- El señor Senador Umansky había consultado con relación a la implementación del 
Estatuto del Funcionario y a todo lo que ello implica. Concretamente preguntó si existe una 
programación y en caso de que la hubiere en qué etapa se encuentra. Podemos informar que en este 
momento estamos elaborando los decretos reglamentarios de las distintas instancias que implica el 
nuevo Estatuto del Funcionario que fuera promulgado la semana pasada. Se ha establecido una 
programación para lo que se llama “proceso de migración”, es decir el pasaje a los nuevos 
escalafones, que se trabajará directamente con los incisos una vez que tengamos la totalidad de las 
normas que, incluso, abarcan a la propia Rendición de Cuentas. 


En ese sentido, el propio Estatuto del Funcionario, en el numeral 3) del artículo 37 faculta al 
Poder Ejecutivo a establecer un plan de implantación, dando cuenta, en cada caso, a la Asamblea 
General. Dicho plan está en proceso de elaboración. Obviamente que la participación activa de cada 
Inciso del Poder Ejecutivo en este proceso de migración es fundamental. 


Por otra parte, también es cierto que hemos tratado de fortalecer, en la medida de lo posible, 
las áreas de recursos humanos -o de gestión humana- de los distintos Incisos y estamos trabajando 
en un catálogo de puestos que surge, incluso, de los propios procesos de selección que se han 
realizado, en los que se han ido definiendo perfiles, con lo cual este catálogo, que también es un 
proyecto que está en vías de finalizar en este período, implicaría tener definido, en términos generales, 


cuáles son los puestos de trabajo de los distintos Incisos. Eso favorecería, también el proceso de 
implantación de un nuevo modelo de carrera. Existe un plan de trabajo, con distintos proyectos y 
actores -incluso de la propia Oficina Nacional del Servicio Civil- que abarca desde los aspectos 
jurídicos de la reglamentación, hasta los aspectos que tienen que ver con lo técnico, organizativo de 
administración y de gestión que estamos tratando de implementar en estos días. 


SEÑOR TAJAM.- Tengo una duda relativa al cuadro de altas, bajas, renovación y transformación. 
Quisiera saber si cuando se calcula el saldo, el procedimiento es las altas menos las bajas y las 
transformaciones. Estas últimas implicarían un vínculo distinto, o un vínculo que se da de baja. Esa es 
mi duda con respecto al cuadro 5. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- La tabla N* 5 que tengo refiere a los vínculos laborales con el Estado por sexo. 
Evidentemente, estamos hablando de otra cosa. 


SEÑOR TAJAM..- Estoy hablando del informe, concretamente; se trata de una tabla que se encuentra 
en el proyecto remitido por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR BELLO.- En el cuadro se dice “Altas por selección y transformación”. A ese respecto es bueno 
aclarar que en el Poder Ejecutivo existen mecanismos -el artículo 39 de la Ley N* 18.719 
“Presupuesto Nacional Período 2010-2014”, y artículo 8” de la Ley N* 18.834 “Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal Ejercicio 2010”- que permiten transformar el cargo de la persona 
en la medida en que ejerza otro tipo de tareas y lo haya hecho durante dieciocho meses, y eso implica 
el cambio de escalafón. Entonces, se transforma el cargo a un nuevo escalafón. Por ejemplo, para 
ilustrarlos, se trata de alguien que estaba en el Escalafón B “Profesional”, y a dieciocho meses de 
recibido lo han puesto a realizar tareas profesionales, por lo que solicita transformar su cargo en uno 
profesional. Eso pasa por un proceso que implica el informe de los distintos jerarcas en cuanto a la 
necesidad de esa transformación, etcétera, etcétera. Hay un informe de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil si cumple con todos los requisitos necesarios y ese proceso de transformación del cargo culmina 
en una aprobación por parte del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR TAJAM.- ¿Pero el vínculo se mantiene? 


SEÑOR BELLO.- Es el mismo, lo que pasa es que, por transformación, pasó de un escalafón a estar 
en otro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, solo nos resta agradecer las intervenciones 
realizadas. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 6 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


